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REPÚBLICA DE PANAMÁ
ónceno JUDtctAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVO

SALA DE LO CONTENCIOSO

Panamá, dos (02) de agosto de dos mil veintitrés (2023)

VISTOS:

La Licenciada Cinthya del Carmen Patiño, actuando en nombre y

representación de JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA, presentó Demanda

contencioso Administrativa de Plena Jurisdicción para que se declare nula, por

ilegal, la Resolución N'466 de 19 de septiembre de 2019, dictada por el servicio

Nacional de Migración, su acto confirmatorio, y para que se hagan otras

declaraciones

I. LA PRETENSIÓN Y SU FUNDAMENTO.

Laparteactorapretendesedeclarelanulidad,porilegal'delaResolución

N.466 de 19 de septiembre de 2019, asi como del Acto confirmatorio contenido

en la Resolución N'625 de 25 de octubre de 2019, ambas dictadas por el servicio

Nacional de Migración.

A través del Acto impugnado se decreta lo siguiente:

"PRIMERO: PRIMERO: (sic) DEJAR S,/V EFECTO la Resolución No' 008-A

del 8 de mayo de 2014, ResoluciÓn No 277-A del 19 de octubre de 2015'



ú

Resoluc¡ón No. 616-Adel 18 de abril de 2016, mediante las cuales se le reconoce
a la servidora pública su ¡ncorporac¡ón en Carrera Migrator¡a.

SEGUNDO: CANCELAR el cargo y el reconocim¡ento de la Servidora
Pública incorporado al Rég¡men Especial de lngreso a la Carrera Migrator¡a de
acuerdo al artículos (sic), 18, numeral 4, artÍculo 139 del Decreto Ejecut¡vo N'138
del 04 de mayo de 2015:

POStCtON CEDULA cóDrco APELLIOOS NOMBRES TíTULO DEL
PUESTO

a)-7q 8032032 SAUCEDO
HERRERA

JEIMY
LINETH

INSPECTOR
DE

MIGRACIÓN ¡I

(...)" (Cfr. fs.26-27 del Exped¡ente Judicial)

Además de la declaratoria de nulidad de los Actos Administrativos citados en

líneas previas, la parte actora pretende que la Sala declare que se mant¡enen

vigentes las Resoluciones No. 008-Adel 8 de mayo de2014, Resolución No.277-

Adel 19 de octubre de 2015 y la Resolución No.616-4del 18 de abril de 2016'

que guardan relación con la acreditación de JEIMY LINETH SAUCEDO

HERRERA, como servidora pública en Carrera Migratoria; que se declare el

reintegro de la servidora pública en la misma posición, salario y condiciones

laborales; y, que se le reconozcan sus prestaciones laborales y salariales dejadas

de percibir hasta el momento de su reintegro. (cfr. fs. 4-5 del Expediente Judicial).

Entre los hechos y omisiones fundamentales de la Acción, la parte

demandante señala que mediante Resolución No.008-A de 8 de mayo de 2014,

se le acredita en la Carrera Migratoria ocupando el cargo de Oficinista de Trámites

de Migración l; y, con posterioridad, su cargo es homologado al cargo de lnspector

de Migración l, por medio de la Resolución No.277-A de 19 de octubre de 2015.

A su vez, indica que mediante Resolución N'616-A de l8 de abril de 2016,

se deja sin efecto el articulo primero de Ia Resolución No.277-A de 2015 y se le

confiere el cargo de servidora pública en carrera Migratoria, en la posición de

lnspector de Migración ll. No obstante, a través de la Resolución N'466 de 't9 de

septiembre de 2019, es desacreditada de la carrera Migratoria, con fundamento

en que ,,... no se cuenta con ta auditoria previa det Conseio de Etica y Disciplina,

que es un requisito de ingreso a la incorporación al régimen de carrera
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Migratoria"; decisión que fue mantenida med¡ante la Resolución N"625 de 25 de

octubre de 2019, Acto Confirmatorio. (Cfr. f. 5 del Expediente Judicial).

En cuanto a las disposiciones que se alegan como infringidas, la parte actora

advierte la vulneración de los artículos 18 (numeral 4), 139, 140y 146 del Decreto

Ejecutivo No.138 de 4 de mayo de 2015, que, respectivamente, aluden a la función

del Consejo de Etica y Disciplina de velar por la correcta aplicación del

Procedimiento Ordinario y Procedimiento Especial de lngreso, mediante la

auditoria de expedientes previo reconocimiento de estatus de Carrera Migratoria;

a que a éste corresponde velar por la correcta aplicación del procedimiento

especial de ingreso y la emisión del certificado que confiere el estatus de Carrera

Migratoria; a las causas por las cuales se puede perder la condición de servidor

público de Carrera Migratoria; y, al detalle de la nueva estructura con la cual se

homologarán los cargos de los servidores públicos que fueron acreditados

mediante el proceso especial de ingreso estipulado en el Decreto Ejecutivo 40 de

l6 de marzo de 2009 y sus modificaciones.

Por otra parte, considera se han vulnerado los artículos 36, 46,47,62 y 155

de la Ley N"38 de 31 de julio de 2000, que tratan, en su orden, sobre la

imposibilidad de emitir Actos que infrinjan la Ley; que los Actos Administrativos

individuales son de aplicación obligatoria e inmediata, y aquellos de efectos

generales solo son aplicables desde su promulgación; la prohibición de trámites

no establecidos en la Ley; los supuestos en que es posible la revocación de oficio

de resoluciones en firme; y, la motivación de los Acto Administrativos.

lnvoca, además, la infracción del artículo 31 del Decreto Ejecutivo N"53 de

25 de junio de 2002, que refiere a la obligación de las Dependencias encargadas

de la Carrera Administrativa, Diplomática, Legislativa, Judicial y Policial, y

cualquier otra que se establezca en el futuro, de promover y garantizar políticas

de igualdad de oportunidades para las mujeres en los procesos realizados por

Recursos Humanos.
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Cabe señalar que los cargos de ilegalidad se encuentran visibles de fojas 6

a 20 del Expediente Judicial, los cuales serán expuestos y analizados en el

apartado que corresponde a la Decisión de la Sala.

II. INFORME DE CONDUCTA.

La Directora General del Servicio Nacional de Migración remitió su lnforme

Explicativo de Conducta a través de la Nota SNM-DG-279-2020 de 5 de febrero

de 2Q20, manifestando lo sucesivo:

'( ..)

Mediante nota con fecha del 12 de sept¡embre del 2019, el Consejo de Etica
y Disc¡pl¡na, como garante de la transparenc¡a del proceso especial y ordinario de
¡ngreso at régimen de Carrera Migrator¡a, según se est¡pula en el Decreto Ejecutivo
No.138 del 04 de mayo del 2015, hace del conocimiento de la Dirección General
del Servicio Nac¡onal de Migración, que luego de haber rev¡sado minuciosamente
el proceso de acreditación de la señora JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA,
dicha acreditación se dio en contravenc¡ón de Io que dispone el artículo 18,

numeral 4 y 139 del Decreto Ejecutivo No. 138 del 04 de mayo del 2015 toda vez
que su acreditación no contó con la aud¡tor¡a previa que debía real¡zar el Consejo
de Et¡ca y D¡sciplina, del Servicio Nacional de Migrac¡Ón.

Por lo cual, según el criterio del Consejo de Ética y Disciplina, la acreditación
de la señora JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA, fue realizada en

contravención de lo que est¡pula la Ley 9 de 22 de junio de 1994 y el Decreto
Ejecut¡vo No. 138 del 04 de mayo del 2015.

Poster¡or y ante la ex¡stenc¡a de dicho informe por parte del Consejo de Ética
y Disciplina, se procede a dejar s¡n efecto las Resoluciones N'616-Adel 18 de abril
del 2O16, por el cual se acredito (sic) a la señora JEIMY LINETH SAUCEDO
HERRERA, en el rég¡men de carrera migrator¡a, la cual al ser not¡f¡cada, la hoy
demandante h¡zo uso del recurso de recons¡derac¡ón, el cual fue resuelto
manteniéndose el contenido de la Resoluc¡ón No.466 del 19 de septiembre del
2019, m¡sma que dejaba sin efecto su condición de servidor Públ¡co de Carrera
Migratoria en el Servicio Nac¡onal de Migración, dado que al momento de cesar en

su cargo, ostentaban la cond¡ción de persona de confianza, por lo que su pos¡ciÓn

era de l¡bre nombramiento y remoción.

(... )

Por lo antes expuesto el Servicio Nacional de Migración; en atención al

resultado de la evaluación efectuada por el Consejo de Etica y Disciplina de esta
¡nstitución y en estricto cumplimiento de las normas que regulan Ia materia
concerniente al rég¡men de Carrera Migratoria, dispuso las actuaciones coñforme
se han descrito en el correspondiente informe de conducta en lo que corresponde
aI demandante Ia SeñOTA JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA.

(...)" (Cfr. fs. 92-95 del Expediente Judic¡al).

Mediante Msta N"1251 de 19 de noviembre de 2O2O,la Procuraduría de la

Administrac¡ón solicitó a la Sala Tercera que declare que no es ilegal la Resolución

No.466 de 19 de septiembre de 2019, dictada por el Servicio Nacional de
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Migración, ni su acto confirmatorio; y, en consecuencia, se desestimen las

pretensiones de la parte actora.

Señala el Ministerio Público que el Acto objeto de controversia tuvo su

fundamento en la Nota SNM-CED-079-19 de 12 de septiembre de 2019, remitida

por el Consejo de Ética y Disciplina de la lnstitución, donde informa que la

acreditación de la servidora pública no contó con la auditoría previa que debía

¡ealizar el Consejo, por lo que su incorporación a la Carrera Migratoria se dio de

manera irregular.

Argumenta que, al tenor de lo dispuesto en la Resolución 15791 de 21 de

agosto de 2013, el requisito de ingreso relativo a la auditoría de expedientes por

parte del Consejo de Etica y Disciplina, era aplicabte a la funcionaria.

Por otro lado, razona que "... e! Consejo de Etica y Disciptina es un

organismo que está llamado a administrar el mérito y disciplina, y garantizar que

/os procesos de acreditación y ascenso de los seruidores públicos del Seruicio

Nacional de Migración, se realicen de acuerdo a lo establecido en las

drsposlciones legales que igen al efecto..."i por lo que, invalida el argumento de

la parte demandante, que se le estaba aplicando requisitos no previstos en la

norma. (Cfr. f. 158 del Expediente Judicial).

Respecto a la alegada vulneración del artículo 31 del Decreto Ejecutivo N"53

de 25 de junio de2OQ2, sostiene la Procuraduría de la Administración que, la parte

actora no aporta los elementos de juicio necesarios y suficientes que sustenten su

pretensión; además que, la acción instaurada "... no es la vía idónea para debatir

sobre el quebrantamiento de los derechos humanos en materia de igualdad de

opoñunidades para las mujeres". (Cfr. f. 159 del Expediente Judicial).

Por último, asegura que el acto impugnado fue debidamente motivado y se

dictó "... conforme a los principios rectores del procedimiento administrativo y el

debido proceso, según lo dispuesto en la Ley 38 de 31 de iulio de 2000...'. (Cft.

f. 159 del Expediente Judicial).
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IV. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN.

Vencido el término frjado para practicar las pruebas, cabe señalar que la

parte demandante no presentó escrito de Alegatos; y, por su parte, mediante la

Vista N"416 de 30 de marzo de 2023,|a Procuraduría de la Administrac¡ón, reitera

lo expresado en la Contestación de la Demanda, presentada a través de la Vista

N'1251 de 19 de noviembre de 2020, sosteniendo que el Acto Administrativo

objeto de reparo, no es ilegal. (C¡r. fs. 214-223 del Expediente Judicial).

V. CONSIDERACIONES Y DECISIÓN DE LA SALA.

Luego de surtidas las etapas procesales, esta Superioridad procede a

resolver la causa, previa las siguientes consideraciones:

La competencia de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de la Corte

Suprema de Justicia para ejercer el control de la legalidad de los Actos

Administrativos que expidan los funcionarios públicos y autoridades nacionales,

provinciales, municipales y de las entidades públicas autónomas o

semiautónomas está definida tanto en el articulo 206, numeral 2, de la

Constitución Política de la República, como en el artículo 97 del Código Judicial.

Con la Demanda promovida se pretende lograr la declaratoria de nulidad,

por ilegal, del Acto Administrativo contenido en la Resolución No. 466 de 19 de

septiembre de 2019, a través de la cual se dejan sin efecto los Actos

Administrativos que reconocían a la servidora pública JEIMY LINETH SAUCEDO

HERRERA su incorporación en Carrera Migratoria; y se le cancela el cargo y el

reconocimiento como Servidora Pública incorporada al Régimen Especial de

lngreso a la Carre¡a Migratoria.

Ahora bien, en cuanto a las disposiciones que se estiman violadas, observa

la Sala que la parte actora argumenta que el Acto Administrativo impugnado,

quebranta la s¡guiente normativa:
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a creto E utiv '1 8de4de 2 1 Considera la parte

demandante que el Acto objeto de reparo, vulnera los artículos 140 y 146 del

Decreto Ejecutivo en referencia, toda vez que, dentro de las causas señaladas

taxativamente para perder la condición de servidor público de Carrera Migratoria,

"... no está contemplado el hecho que en el expediente laboral del

funcionario na se encuentre la auditoría previa del Conseio de Ética y

Disciplina...". (Cfr. f. 7 del Expediente Judicial).

Asimismo, señala que la Resolución N'008-Ade 8 de mayo de 2014, suscrita

por el Director y Sub D¡rector del Servicio Nacional de Migración y por la

Presidenta del Consejo de Etica y Disciplina, deja constanc¡a expresa de que "...

la incorporación o ingreso de JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA como

servidora púbtica de Canera Migratoria, transitó por el cumplimiento del

requisito de auditoria de expediente por el Consejo de Ética y Disciplina."

(Cfr. fs. 7-8 del Expediente Judicial).

A su vez, advierte la indebida aplicación de los artículos 18 (numeral a) y 1 39

de la excerta legal en comento, expresando que el proceso de acreditaciÓn de

JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA al régimen de Carrera Migratoria ".'. se

verificó con base a /os requisitos y formatidades de ingreso contemplados en el

Decreto Ejecutivo No.40 de 16 marzo de 2009 y su posterior modificación Decreto

Ejecutivo No.112 del 24 de febrero de 2014 y no en el Decreto Eiecutivo No.138

de 4 de mayo de 2015..." (Cfr. f. 9); y, a tal efecto' considera que es contrario a

Derecho la cancelación de su condición de servidora pública de Carrera

Migratoria, dado que el mencionado Decreto Ejecutivo no era aplicable a su

situación laboral, pues no estaba vigente para cuando se le certificó como

servidora pública de carrera. (Cfr. fs. 9-11 del Expediente Judicial).

o Lev 38 de 31 de iulio de 2000. Argumenta la actora que el Consejo de

Ética y Disciplina fue designado en el año 2019; no obstante, llevó a cabo un

sinnúmero de desacreditaciones de Carrera Migratoria, sin estar publicada en
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Gaceta Oficial la resolución de nombramiento o ratificación de los miembros

designados, incumpliendo, por hatarse de un acto administrativo general, con el

requisito de publicidad preceptuado en el artículo 46 de la Ley 38 de 2000.

Añade que el Acto Administrativo objeto de reparo y su Acto Confirmatorio

son "... actos desmotivados que materializan la arbitrariedad de cancelarle a la

funcionaria (...) su condición de servidora pública de Carrera Migratoria, sin

absolutamente ningún fundamento de hecho ni de derecho, correcto y

suficiente, que justificara la emisión de una medida de esa naturaleza"; por lo que

transgrede el contenido del artículo 155 de la Ley N"38 de 2000. (Cfr. f. 14 del

Expediente Judicial).

Asimismo, discute que la revocatoria de oficio efectuada por la entidad

demandada no se sustentó en ninguna de los cuatro (4) supuestos señalados en

el artículo 62 de la Ley 38 de 31 de julio de 2000, lo cual es una contravención al

Principio de lrrevocabilidad de actos administrativos que garantiza la seguridad

jurídica de las actuaciones administrativas y al Principio de Motivación del acto

administrativo.

Agrega que el Acto originario y su resolución confirmatoria desconocieron el

contenido del artículo 36 de la Ley 38 de 2000, toda vez que fueron emitidas con

infracción de normas jurídicas vigentes, como lo eran: los artículos 140 y 146 del

Decreto Ejecutivo No. 138 de 4 de mayo de 2015 y los artículos 62 y 155 de la

citada Ley N"38 de 2000.

Por último, sostiene que con la emisión de la Resolución N'466 de 19 de

septiembre de 2019, así como de la Resolución N"625 de 25 de octubre de 2019

se concretaron un conjunto de exigencias y trámites no previstos en disposiciones

legales y reglamentarias, vulnerando de esta forma la prohibición dispuesta en el

artículo 47 dela excerta legal ya mencionada.

. Decreto Eiecutivo No. 53 de 25 de iunio de 2002. Advierte la demandante

que, con su decisión, la autoridad nominadora cambió drásticamente la condición
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laboral de la servidora pública, quien gozaba de beneficios como servidora en

Carrera Migratoria, contraviniendo la igualdad de oportunidades para todas las

mujeres señalada en el artículo 31 del Decreto Ejecutivo en cuestión.

Así las cosas, esta Superioridad advierte que el sustento principal de lo

alegado por la parte demandante, radica en que el Acto Administrativo objeto de

reparo se profirió aplicando una normativa que no estaba vigente al momento en

que se le reconoció su condición como servidora pública de Carrera Migratoria;

aunado al hecho que la Resolución atacada, fue dictada soslayando la figura de

Revocatoria Oficiosa del Acto Administrativo, que contempla los supuestos que

permiten anular o dejar sin efecto Actos Administrativos previos emitidos por la

propia autoridad.

Dicho lo anterior, esta Superioridad observa que el Negocio Juridico bajo

examen tiene como antecedente que JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA

inició labores en el servicio Nacional de Migración, Ministerio de seguridad

Pública, tomando posesión del cargo de lnspector de Migración l, designado

mediante Decreto de Personal No.1262 de 12 de septiembre de2011 ' en fecha

siete (7) de noviembre de 2011. (Cfr. fs. 50-51 del Expediente Judicial y 15-16 del

Antecedente).

Con posterioridad, se aprecia que la servidora pública fue ascendida al cargo

de lnspector de Migración ll, mediante Decreto de Personal No 386 de 6 de junio

de 2012, tomando posesión del cargo en dicha fecha. (Cfr. fs. 52-53 del

Expediente Judicial y 38-39 del Antecedente).

Luego de ello, mediante la Resolución No.008-Administrativa de 8 de mayo

de 20'14, el Director General del Servicio Nacional de Migración, en conjunto con

el Sub Director General de la lnstitución y la Presidenta del Consejo de Etica y

Disciplina, confirieron a JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA, el Certificado de

Servidor Público de Carrera Migratoria, reconociéndole todos los derechos que le

otorga la Ley y demás disposiciones reglamentarias como Servidora Pública

9
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incorporada al Régimen de Carrera Migratoria, en el cargo de Oficinista de

Trámites de Migración l. (Cfr. fs. 131-132 delAntecedente).

Se aprecia que, a continuación, se surtieron ajustes de sueldo en el mes de

junio de los años 2014 y 2015 (Cfr. fs. 134-135 y 180-183 del Antecedente); y, de

seguido, a través de Ia Resolución No.616-Ade 18 de abril de 2016, se dejó sin

efecto el artÍculo primero de la Resolución No.277-Administrativa de 19 de octubre

de 2O15, por el cual se homologó el cargo de servidores públicos a Carrera

Migratoria, conforme la estructura de cargos del Decreto Ejecutivo No.1 38 de 4 de

mayo de 2015; y se le reconoce su condición de servidora pública incorporada el

Régimen de Carrera Migratoria, en el cargo de lnspector de Migración ll. (Cfr. fs.

197-198 y 221-222 del Antecedente).

Después, a través del Decreto de Personal N'157 de 17 de mayo de 2016,

la servidora pública estuvo sujeta a una reclasificación y se vio beneficiada con un

nuevo ajuste de sueldo realizado en el Servicio Nacional de Migración. (Cfr. fs. 60-

62 del Expediente Judicial y 231-233 del Antecedente).

Se observa, además, que a través del Resuelto de Personal No.178 de l7

de septiembre de 2018, la servidora pública fue ascendida al cargo de lnspector

de Migración lll; tomando posesión del cargo en fecha uno (l) de enero de 2019.

(Cfr. fs. 375-377 y 379 del Antecedente).

Así las cosas, mediante la Resolución No.466 de 19 de septiembre de 2019,

la Directora General del Servicio Nacional de Migración, dejó sin efecto la

Resolución N"O08-Administrativa de 8 de mayo de 2014, la Resolución N'277-

Administrativa de 19 de octubre de 2015, y la Resolución N"616-4de 18 de abril

de 2016, que reconocía la acreditación de JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA,

en la Carrera Migratoria, por no cumplir con lo preceptuado en el Decreto Ejecutivo

No.138 de 4 de mayo de 2015; decisión que fue mantenida a través de la

Resolución No. 625 de 25 de octubre de 2019. (Cfr. fs. 416417 y 422424 del

Antecedente).
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Más adelante, por medio del Decreto de Personal No.1055 de 1de

noviembre de 2019, dictado por conducto del Ministerio de Seguridad Pública, se

procede a dejar sin efecto el nombramiento de JEIMY LINETH SAUCEDO

HERRERA en el cargo de lnspector de Migración lll; dictamen que fue confirmado

por el Resuelto No.l28 de 27 de febrero de 2020. (Cft. fs. 432 y 446-449 del

Antecedente).

Ahora bien, como primer punto, observa la Sala en la parte motiva de la

Resolución No.466 de 19 de septiembre de 2019, que la lnstitución fundamentó

su dictamen en que "... durante el proceso de acreditación y homologaciÓn al

Régimen de Carrera Migratoria, no se cumplió con el procedimiento establec¡do

en los añículos 18, numeral 4 y añículo 139 del Decreto Ejecutivo No.138 del 04

de mayo del 2015. Toda vez que el expediente no cuenta con la auditoia previa

del Consejo de Et¡ca y Disciplina". (Cfr. f .27 del Expediente Judicial).

Sin embargo, resulta oportuno apuntar como cuestión previa, que el Decreto

Ley No. 3 de 22 de febrero de 2008, "que crea el Servicio Nacional de Migración,

Ia Canera Migratoría y otras disposiclones", en sus articulos 99 y 100 establece lo

siguiente:

"Artículo 99. Se crea la Carrera M¡gratoria para los servidores públicos del
Serv¡c¡o Nacional de Migración, con el propós¡to de establecer un rég¡men laboral
espec¡al fundado en los cr¡terios de igualdad, mér¡to, honest¡dad, transparencia,
capacidad y eficiencia.

Los requisitos y procedim¡entos para los nombramientos, ascenso, traslados,
suspensiones y dest¡tuciones, serán establec¡dos por el reglamento del pre§ente
Decreto Ley."

"Artículo 100. El ingreso de los servidores públ¡cos a la Carrera M¡gratoria
estará condicionado a proced¡m¡entos de selección según su capac¡dad,
competenc¡a profesional, mér¡to, moral pública, ¡gualdad de oportunidades y

condiciones psicofisicas, aspectos todos que se comprobarán mediante
instrumentos vál¡dos, idóneos y pert¡nentes de medición, prev¡amente
establec¡dos en el reglamento del presente Decreto Ley."

Ante todo, este Tribunal debe advertir que si bien el Decreto Ejecutivo No.

40 de 16 de mazo de 2009, que reglamentaba la Ley de Carrera Migratoria, fue

derogado por el Decreto Ejecutivo No. 138 de 4 de mayo de 2015, no podemos

soslayar que el mismo se encontraba vigente al momento en que se efectuó
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la incorporación de JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA al sistema de

Carrera.

Aclarado lo anterior, el Decreto Ejecutivo No.40 de 16 de marzo de 2009,

establecía un Procedimiento Excepcional diseñado paÍa incorporar

automáticamente a la Carrera Migratoria a los servidores públicos del Servicio

Nacional de Migración en funciones, siendo éste el caso de JEIMY LINETH

SAUCEDO HERRERA, quien se encontraba laborando en la entidad demandada

desde el s¡ete (7) de noviembre de 2011 .

Respecto de los requisitos a cumplir para todo aquel funcionario que

aspiraba ingresar a la Carrera Migratoria bajo el Procedimiento Excepcional, los

artículos 99, 102 y 107 del referido cuerpo reglamentario indicaban lo siguiente:

Este Tribunal Colegiado aprecia, del material probatorio arribado al Negocio

Jurídico que ocupa nuestra atención, la inobservancia incurrida por parte de la

lnstitución demandada, al llevar a cabo la desacreditación de JEIMY LINETH

SAUCEOO HERRERA, infringiendo su propia normativa.

Esto es así, pues mediante la Nota de ocho (8) de mayo de 2014, suscrita

por la Unidad de Recursos Humanos del Servicio Nacional de Migración, visible a

foja 133 del Antecedente, se expuso el resultado de la Evaluación de

Antecedentes a solicitud de lngreso a la Carrera Migratoria, expresando lo que a

continuación citamos:
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"Artículo 99, El procedimiento especial de ¡ngreso es el procedim¡ento
excepcional diseñado para incorporar automát¡camente a la Carrera M¡gratoria a
los servidores públicos del Servic¡o Nac¡onal de Migración en funciones, gue
demuestren poseer el perfil del cargo, aprueben la evaluac¡ón de conocimiento del
Decreto Ley 3 de 22 de febrero de 2008, así como de su reglamentación, y solic¡ten
el ¡ngreso a la Carrera Migrator¡a."

"Artículo 102, Los servidores públicos que asp¡ren ¡ngresar a la Carrera
Migrator¡a, a través del procedim¡ento especial de ingreso, deberán actualizar sus
expedientes a f¡n de facilitar la evaluación de sus antecedentes, para su
incorporación."

"Artículo l07. Corresponderá al Consejo de Ética y Discipl¡na velar por la
correcta aplicación del procedimiento especial de ingreso y la emis¡ón del
certificado que confiere el estatus de Carrera Migratoria."
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,En cumplim¡ento a las normas relat¡vas de aplicaciÓn del proced¡m¡ento

Especial de lngreso a Carrera Migratoria y a solic¡tud presentada, le notificamos
el resultado del Proceso ds Validac¡ón de Antecedentes, debidamente
aprobado por el consejo de Ética y D¡scipl¡na.

Usted cumple con los requ¡sitos del cargo homologado así:

Cargo Según Nombramiento: lnspector de Migración I

Cargo Según Funciones: lnspector de M¡gración l, con funciones de Analista
de Trámite de M¡gración l. No obstante, no cumple con los requisitos de educación
formal necesaria para el Cargo de Anal¡sta de Trámites de Migrac¡Ón I, por lo que

ae ubica dentro del Cargo de Carrera M¡gratoria como Gargo Homólogo de
Of¡cinista de Trám¡te de Migración l.

(... )." (La negrita es de la Sala).

Del contenido del elemento probatorio aludido, se desprende con mer¡d¡ana

claridad que la incorporación de JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA' a la

Carrera Migratoria, se dio en cumplimiento de los requisitos exigidos en los

artículos 102 y 107 del Decreto Ejecutivo No. 40 de 16 de marzo de 2009' ya

citados, siendo éstos, la evaluación previa de los antecedentes laborales de la

recurrente, y la aprobación de éstos por parte del Consejo de Ética y

Disciplina, en su condición de organismo supervisor de la correcta aplicación del

Procedimiento Especial de lngreso.

Precisamente en función de lo expuesto, vale señalar que en el

'Considerando'de la Resolución No.OO8-Administrativa de I de mayo de 2014,

por med¡o de la cual se acreditó a la accionante como serv¡dora pública de Carrera

Migratoria, se indicó lo siguiente:

"Que la Unidad de Recursos Humanos conjuntamente con la Academ¡a
Migratoria aplicaron los criterios evaluativos del Procedim¡ento Espec¡alde lngreso
a los Servidores Públ¡cos en Funciones del Servicio Nacional de M¡gración para

determ¡nar su ¡ngreso excepcional al Rég¡men de Carrera M¡gratoria, éste
debidamente validado por el Consejo de Ética y Disciplinai real¡zado a través de
la auditoría de expediente y refrendado por el Presidente del mismo," (Cfr fs '131-

132 del Antecedente).

Cabe destacar que tal decisión fue suscrita por el Director General del

Servicio Nacional de Migración, en su condición de regente; el Sub Director de la

lnstitución; y la Presidenta del Consejo de Ét¡ca y Disciplina.

A lo anterior, se añade que el Decreto Ejecutivo No. 138 de 4 de mayo de

201 5, que derogó el Decreto Ejecutivo N"40 de 16 de marzo de 2009 y el Decreto
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Ejecutivo N"112 de 24 de febrero de2014, en sus artÍculos 146 y 148 validó el

reconocimiento de todos aquellos servidores públicos incorporados a la

Carrera Migratoria previamente, disposiciones que puntualizan lo siguiente:

"Artículo 146. Los serv¡dores públicos que fueron acreditados mediante el
proceso especial de ingreso estipulado en el Decreto Ejecut¡vo 40 de 16 de mazo
de 2009 y sus modiflcaciones, mantendrán su condic¡ón de serv¡dor públ¡co
de Carrera Migratoria y sus cargos serán homologados con la nueva
estructura ¡ntroduc¡da por el presente Decreto Ejecut¡vo, de la siguiente
forma:

Estructura Anterior

(Decreto Ejecut¡vo 112 de
2014 artículos 2, 3 y 4)

Estructura Nueva

NIVEL BÁSICO

lnspector y Oficinista I lnspector de Migración I

lnspector,
Anal¡sta ll

Oficinista y lnspector de Migración ll

lnspector, Oficinista
Analista lll

v lnspector de M¡gración lll

lnspecto( Of¡c¡n¡sta
Analista lV

v lnspector de M¡gración lV

NIVEL INTERMEDIO

Analista I

Oflcinista
Superv¡sor I

e lnspector,
y Analista

Supervisor de M¡9ración I

lnspector, Oficinista
Analista Superv¡sor ll

v Supervisor de Migración ll

lnspector, Oficinista
Analista Supervisor lll

v Supervisor de Migración lll

Jefe de Sección Superv¡sor de Migración lV

Supervisor de M¡grac¡ón V

" (Lo resaltado es de la Sala)

A fin de dar cumplimiento a los nuevos parámetros que regulan la materia,

el Servicio Nacional de Migración profirió la Resolución No. 277-A de 19 de

octubre de 2015, por med¡o de la cual se homologó el cargo de Oficinista de

Trámite de Migración la lnspectora de Migración l, manteniendo igualmente la

14
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Jefe de Departamento

"Artículo 148. De in¡ciarse un proceso de homologación de cargos posterior

a la entrada en vigencia de este Decreto Ejecutivo, el procedimiento se reg¡rá por
los lineam¡entos que la Unidad de Recursos Humanos establezca para tal fln,

siempre y cuando el mismo no sea en detrimento del serv¡dor Público." (La

negr¡ta es de la Sala).



condic¡ón de JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA como servidora pública de

Carrera Migratoria, pues tal como lo mandata la norma, dicha transición no puede

suscitarse menoscabando el derecho a la estabilidad adquirido por la funcionaria.

A este tenor, es preciso anotar que el Acto Administrat¡vo en cuestión, fue suscrito

por el Director General, en conjunto con el Sub Director General del Servicio

Nacional de Migración y el Presidente del Consejo de Ética y Disciplina.

De seguido, a través de la Resolución No.616-A de 18 de abril de 2016,

suscrita por el Sub Director General de Migración y la Jefe de la Unidad de

Recursos Humanos, la lnstitución dejó sin efecto el artículo primero de la

Resolución No. No. 277-Ade 2015 y le confiere el cargo de servidora pública en

Carrera Migratoria de lnspector de Migración ll. (Cfr. fs. 221-222 delAntecedente).

Bajo este contexto, esta Corporación de Justicia colige que la Resolución

acusada de ilegal, se emitió en contravención de lo consagrado en la Ley y

menoscabando los derechos de la actora; puesto que, tal como ha quedado

evidenciado, el Procedimiento de lngreso de JEIMY LINETH SAUCEDO

HERRERA a la Carrera Migratoria contó con la aprobación previa del Consejo de

Etica, conforme lo indica la parte motiva de la Resolución No.OO8-Administrativa

de I de mayo de 2014, transcr¡ta en párrafos que preceden, por medio de la cual

se acreditó a JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA como servidora pública de

Carrera Migratoria.

Es de importancia señalar que el Decreto Ejecutivo No.138 de 2015'

estabtece puntualmente que el procedimiento para la homologación se regirá por

los lineamientos que disponga la Unidad de Recursos Humanos, siempre v

cuando los mismos no vavan e detrimento del serv or oúblico En ningún

sentido puede interpretarse que, para el proceso de homologación del cargo, en

este caso, se debe dar cumplimiento a las exigencias y procedimientos

estipulados, en dicho texto reglamentario, para la incorporación a la Carrera

Migratoria.
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"Artículo 62. Las entidades públicas solamente podrán revocar o anular de

ofic¡o una resolución en firme en la que reconozcan o declaren derechos a favor
de terceros, en los siguientes supuestos:

1. Si fuese emitida sin competenc¡a para ello;

2. Cuando el benefciario de ella haya incurr¡do en declarac¡ones o haya

aportado pruebas falsas para obtenerla;

3. S¡ el afectado consiente en la revocator¡a; y

4. Cuando así lo d¡sponga una norma especial.

En contra de la decis¡Ón de revocator¡a o anulación, el interesado puede

interponet dentro de los términos correspondientes, los recursos que le reconoce

la ley.

La facultad de revocar o anular de oficio un acto administrativo no impide que

cualquier tercero interesado pueda sol¡citarla, fundado en causa legal, cuando el

organismo o funcionario administrativo no lo haya hecho."

De la norma citada, se desprende con claridad que la potestad de revocatoria
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Así, como bien señaló la Sala Tercera en un caso similar al Negocio Jurídico

bajo examen, "...ex¡gir otra vez el cumpl¡m¡ento del procedimiento para Ia

acreditac¡ón a d¡cho rég¡men laboral, indudablemente iría en detimento del

serv¡dor públ¡co...". (Véase Sentencia de veinte (20) de abril de2O22).

Ante lo expuesto, valora esta Superioridad que la dec¡sión profer¡da por el

Servicio Nacional de Migración a través de la Resolución No.466 de 19 de

septiembre de 2019, constituye una revocatoria de oficio de un Acto Administrativo

dictado previamente, que se encontraba debidamente ejecutoriado, y que

concedía un derecho a favor de un tercero.

La figura de la Revocatoria de los Actos Administrativos se caracteriza

porque, de acuerdo a su naturaleza jurídica, constituye s¡empre un acto voluntar¡o

y unilateral que lleva a cabo la Administración Pública, con la finalidad de rectificar

o corregir los errores en la que pudo haber incurrido con anterior¡dad al emitir un

Acto Administrativo.

En nuestra legislación, el artículo 62 de la Ley No 38 de 31 de julio de 2000'

estipula de forma diáfana y restrictiva las causales y el procedimiento por las

cuales una entidad pública puede revocar de oficio una resolución en f¡rme, que

haya reconocido derechos a favor de terceros, disposición que en su conten¡do

expresa:



o anulac¡ón opera bajo supuestos específ¡cos y recae exclusivamente sobre la

autoridad que emitió el Acto Administrativo, a fin de evitar, por una parte, que las

instituciones del Estado incurran en decisiones arbitrarias que vulneren o

desconozcan injustificadamente derechos adquiridos por terceros, tal como es el

reconocim¡ento del ingreso a la Carrera Migratoria que le otorgaba estab¡lidad

laboral a JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA; y por otra, busca salvaguardar

el Principio de Seguridad Jurídica y Estabilidad del Acto Administrativo.

Frente a la realidad procesal del Negocio JurÍdico que ocupa nuestra

atención, este Tribunal estima que, tal como lo ha planteado la parte actora, la

actuación desplegada por el Servicio Nacional de Migración no se compadece con

ninguno de los supuestos que establece el artículo 62 de la Ley No.38 de 2000'

para haber revocado de oficio la Resolución que otorgó el reconocimiento a JEIMY

LINETH SAUCEDO HERRERA como funcionaria de Carrera Migratoria.

Configurada la violación que se alega del artículo 62 de la Ley No. 38 de

2000, en virtud de las razones anotadas, la Sala se abstiene de efectuar

consideraciones con relación al resto de las violaciones invocadas en su Acción.

Por último, con respecto a la solicitud del pago de los salarios dejados de

percibir por JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA, esta Corporación de Justicia

no puede acceder a lo pedido, puesto que el pago en cuest¡ón, para que pueda

hacerse valer, debe ser reconocido a través de leyes con carácter general o

específico, que otorguen al servidor público tal prenogativa, por lo que la viabilidad

de toda pretensión que en relación a este punto intente hacerse efect¡va contra el

Estado, sólo prosperará en el caso que exista una norma con rango de la Ley

formal aplicable de manera directa al caso, que lo haya dispuesto de manera

expresa, lo cual no ocurre en este Negocio jurídico.

En consecuencia, la sala Tercera de lo contencioso Administrativo de la

corte suprema, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad

de la Ley, DECLARA QUE ES ILEGAL, la Resolución No.466 de 19 de

l7
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septiembre de 2019, emitida por el Servicio Nacional de Migración, al igual que su

Acto Confirmatorio; en consecuencia, ORDENA al Servicio Nacional

de Migración se le restablezca a JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA su

reconocimiento como seryidora pÚblica de carrera Migratoria en la posición en la

que fue acreditada; y, SE NIEGAN las demás pretensiones invocadas por la parte

demandante.

Notifíquese,

CARLOS LBERTO V UEZ REYES
MA IS DO

ttf

EDALIS IQUELME
M ISTRA

INA CHEN STANZTOLA
AGISTRADA

SAS
RETARIA

SALA III OE LA CORTE SUPRETA DE JUSTICIA
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ENTRADA NO82-2020 MAGISTRADO PONENTE: CARLOS A, VÁSQUEZ REYES

DEMANDA CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA DE PLENA JURISDICCIÓN,
INTERPUESTA POR LA LCDA. CINTHYA DEL CARMEN PATIÑO, ACTUANDO EN
NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA, PARA QUE
SE DECLARE NULA, POR ILEGAL, LA RESOLUCIÓN N"466 DE 'I9 DE SEPTIEMBRE DE
2019, EMITIDA POR EL SERVICIO NACIONAL DE MIGRACIÓN, ASi COMO SU ACTO
CONFIRMATORIO Y PARA QUE SE HAGAN OTRAS DECLARACIONES.

VOTO CONCURRENTE DEL MAGISTRADO CECILIO CEDALISE RIQUELME

Con el respeto que me caracte¡iza, es preciso señalar que, aun cuando

comparto la decisión de declarar nula, por ilegal, la Resolución N"466 de 19 de

septiembre de 2019, emitida por el Servicio Nacional de Migración, por medio del

cual se deja sin efecto la incorporación a la carrera migratoria de la servidora pública

JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA, difiero de la argumentación que sustentó la

decisión, en cuanto a la infracción del artículo 62 de la Ley N'38 de 31 de julio de

2000, que refiere a la revocatoria de los actos administrativos.

Si bien, la norma en comento introduce en nuestro ordenamiento jurídico la

figura de la revocatoria de oficio, como un mecanismo excepcional de control de

legalidad ejercido por la Administración contra sus propias actuaciones, la cual

conlleva a la invalidación de actos en firme, que estaban revestidos de la presunción

de legalidad, no podemos perder de vista que, la disposición señala, de manera

restrictiva, que 'Las entidades públicas solamente podrán revocar o anular de

oficio una resolución en firme en la que se reconozcan o declaren derechos

subjetivos a favor de terceros...", en atención a las causales que, taxativamente,

establece al efecto (Lo resaltado es nuestro).

Dicho lo anterior, conviene examinar lo dispuesto en el artículo 201 , numeral

109 lex cit., cuando dispone que "Tercero" es toda "persona natural o iurídica

distinta a las partes originarias que se incorpora al procedimiento, con el fin de

hacer valer derechos o rnfereses propios, vinculados al proceso o al obieto de la

pretensión o pet¡ción" (Lo resaltado es nuestro).
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Con base en lo expuesto y luego de una atenta lectura de los actos

administrativos objetos de impugnación, se advierte que la decisión de la

Administración no se sustenta en ninguno de los supuestos dispuestos en el artículo

62 citado, ni tampoco que tal disposición aparezca como fundamento de derecho

de su emisión. Además, claramente, se aprecia que JEIMY LINETH SAUCEDO

HERRERA no es un tercero en el proceso adminiskativo, sino que se constituye en

parte recurrente contra la actuación administrativa, a través de la cual se revocó

directamente y de oficio, el acto mediante el cual fue incorporada como Servidora

Pública de la Carrera Migratoria, afectando derechos legítimamente adquiridos, en

atención a la normativa legal aplicable al tiempo de su emisión.

Para mayor comprensión sobre la correcta aplicación del artículo 62 de la Ley

N'38 de 31 de julio de 2001, vale citar un extracto del criterio que sostuvo la Sala

Tercera, a través de la Sentencia de 25 de julio de 2016, mediante Ia cual se

verificó la legalidad de la Resolución N"ANATI-O45-2-14 de 4 de febrero de 2014,

dictada por el Administrador General de la Autoridad Nacional de Administración de

Tierras (ANATI), que resolvió revocar la Resolución NoANATI-4-0489, de fecha lB

de abril de 2013, con la que se adjudicó parcialmente a título oneroso una parcela

de terreno baldío a favor de Teresa Del Carmen Guardia Bay, por un error

administrativo, afectando los derechos de propiedad de un tercero (la sociedad

lNlNCO, S. A.), de acuerdo al estudio evidencial realizado por la ANATI. Veamos.

"Luego del informe anteriormente transcrito, este Despacho
arribar a la conclusión que frente a las mÚltiples afectaciones que

ha sufrido la Sociedad lNlNCO, S.A., como consecuencia de

diversas inegularidades que se dieron producto de la emisión
por parte de la ANATI de la Resolución 4-0489 de 18 de abril de
2013, lo pertinente era que luego de la denuncia presentada por

la Licda. ALEYDA BATISTA FERNÁNDEZ, ésta propia entidad
de derecho público volviera a rectificar de oficio tal acto
administrativo, para proceder a revocarlo.
Ante las inspecciones e interrogantes anteriormente transcritas,
y frente a los menoscabos que sufrió la Sociedad lNlNCO, S.A.
producto de la resolución 4-0489 de 18 de abril de 2013' que
adjudicó una porción de territorio a favor de la Sra. TERESA DEL
CARMEN GUARDIA BAY, lo pertinente era que la propia
ANATI revisara la resolución anteriormente mencionada. En

este orden de ideas, se procede a determinar que Ia
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adjudicación otorgada a favor de la Sra. TERESA DEL
CARMEN GUARDIA BAY era ilegítima porque afectaba los
intereses reconocidos a favor de la Sociedad lNlNCO, S.A. y
es por ello que la propia entidad pública hoy demandada
procede a rectificar el acto administrativo antes
mencionado y a través de un nuevo acto administrativo o de la
resolución No. ANATI-045 -2-1 4 de 4 de febrero de 201 4, emitida
por el Administrador General de la Autoridad Nacional de
Tierras, se procede a corregir el error y a subsanar la
afectación que sufrió la Sociedad lNlNCO, S.A. sobre las
tierras adjudicadas indebidamente a favor de la Sra.
TERESA DEL CARMEN GUARDIA BAY.
En virtud de Io anteriormente expuesto, la Sala Tercera de la
Corte Suprema de Just¡cia considera que la resolución No.
ANATI-045-2-14 no es ilegal y además estima correcta y
adecuada la actuación efectuada por la Autoridad Nacional
de Tierras (ANATI), al restituir legalmente los derechos
sobre los terrenos que tiene la sociedad lNlNCO, S,A.
(doctrina de la rectificación de los actos administrativos);
los cuales se vieron afectados o lesionados como
consecuencia de actuaciones confusas que pulularon en
torno a la primera adjudicación otorgada a favor de la Sra.
TERESA DEL CARMEN GUARDIA BAY." (Lo resaltado es
nuestro)

Portanto, no resulta procedente, en el presente caso, sustentar la nulidad del

acto administrativo demandado, por ser infractor del artículo 62 de la Ley N"38 de

31 de julio de 2000, dado que la señora JEIMY LINETH SAUCEDO HERRERA no

es una tercera afectada dentro del proceso administrativo en referencia.

Por lo anteriormente expuesto y con todo respecto, PRESENTO ESTE VOTO

CONCURRENTE.

Fecha ut supra,

,&-
cEctLr CEDALISE QUELME

Magistrado

S
S fla




